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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el interno DEYBI GIOVANNI OCAMPO LÓPEZ, quien purga la pena acumulada que se le impuso como autor de varias conductas punibles, contra el auto interlocutorio proferido el catorce (14) de julio del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la rebaja de la décima parte de la sanción, contemplada en el ya no vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005. 

2.- PROVIDENCIA 

Frente a la petición formulada por el señor OCAMPO LÓPEZ, el señor juez que vigila la ejecución de la pena, verificó el cumplimiento de los requisitos exigidos en la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005. En esa dirección, encontró que el interno descontaba una pena acumulada de doscientos cincuenta y dos (252) meses de prisión, impuesta mediante fallos proferidos el dieciséis (16) de octubre de 2002, dieciséis (16) de septiembre de 2003, diecinueve (19) de enero de 2004 y veinticinco (25) de agosto de 2005, al hallársele responsable de los delitos de homicidio, hurto calificado y agravado, concierto para delinquir y porte ilegal de armas. De esos datos coligió que se superaban dos de las primeras exigencias allí contempladas.

De otra parte concluyó que no se satisfacen las otras dos condiciones requeridas por el dispositivo en mención, dado que no se evidenciaba una efectiva colaboración con la justicia, porque al revisar la actuación se encuentra que en ningún momento el sentenciado confesó los hechos que se le imputaron, ni se allanó a los cargos endilgados en los diferentes procesos fallados en su contra, de tal suerte que sus sentencias fueron ordinarias y no anticipadas, como se exigía en el precepto. Tampoco existía constancia sobre haberse indemnizado a las víctimas por los perjuicios ocasionados con el concurso de delitos cometidos por el señor OCAMPO LÓPEZ.

Coligió entonces el señor funcionario de primer grado, que no se llenaban las exigencias contempladas en la norma y era menester negar el pretendido descuento, decisión en la que se apoyo en pronunciamiento de esta misma Corporación.

3.- RECURSO

El interno considera que sí cumple los requisitos exigidos en la norma para acceder al descuento punitivo que persigue, por cuanto sus delitos son de la ley vieja y su comportamiento de todo orden dentro de la detención intramural ha sido calificado como sobresaliente; además, se encuentra estudiando, como está debidamente certificado.

Solicita en consecuencia se le colabore con ese beneficio en atención a que lleva mucho tiempo privado de la libertad y sería un gesto de humanidad el procederse en esa dirección. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira, por cuanto es esta Sala superior funcional del citado Juzgado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, codificación aplicable al presente asunto.

Mirada con detenimiento la providencia impugnada, el Tribunal encuentra algunos aspectos que en realidad no se trataron de manera adecuada y que era necesario dilucidar antes de pronunciarse sobre la petición incoada por el sentenciado. 
La primera de ellas tiene que ver con que en caso de haberse satisfecho las otras exigencias del ya no vigente artículo 70 de la Ley 975 de 2005, la reducción punitiva no podría contemplar a todos los fallos que pesan sobre el detenido, por cuanto el último de ellos al ser proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) el día veinticinco (25) de agosto de 2005, se debía entender como posterior a la promulgación de la Ley de Justicia y Paz; por tanto, al no estar ejecutoriado para esa fecha, no podía ser cobijado por la citada disposición. Nótese lo que al efecto sostiene la jurisprudencia nacional:   

“Las expresiones “cumplan pena”, “pena impuesta”, “sentencias ejecutoriadas” y “condenado” utilizadas en la redacción de la norma y conforme al lenguaje jurídico propio, no dejan duda alguna que la rebaja de la pena prevista en el artículo 70 procede únicamente para las personas que al 25 de julio de 2005 –fecha de la vigencia de la ley- se hallaban descontando pena en virtud de una sentencia que había hecho transito a cosa juzgada material”.

El otro aspecto, hace relación con un error conceptual contenido en el auto interlocutorio, debido a que en criterio del señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, solamente podrán acceder al beneficio aludido, quienes colaboraron con la justicia mediante la terminación anticipada del proceso o confesaron su autoría en las conductas punibles. Por supuesto que esa errónea apreciación no puede ser de recibo para esta Colegiatura, por los inconvenientes que una posición así conlleva al resultar contraria a caros postulados de nuestro ordenamiento jurídico que privilegian el derecho a que las personas no declaren en contra de sí mismas, en el entendido que es responsabilidad del Estado encontrar los elementos probatorios que permitan derruir la presunción de inocencia que a todos acompaña, mientras judicialmente no se demuestre lo contrario.

No hay lugar a seguir manteniendo esa deformada interpretación, por cuanto el tema ya se había superado de tiempo atrás, en concreto, a partir de una decisión de la Sala de Casación Penal y del mismo texto del Decreto mediante el cual -en su momento- se reglamentó la aplicación de la disminución punitiva. Obsérvese la forma como razonó el órgano de cierre en este punto:

“5. Por “cooperación con la justicia”, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, la ayuda, la contribución, el apoyo, la asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, aunque no se descarta la posibilidad de que se pueda conceder el mismo alcance a otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.

La cooperación exigida no puede significar que, en contra del derecho fundamental previsto en el artículo 33 de la Constitución Política de Colombia, se imponga el deber de confesar, porque la garantía de la no autoincriminación es fundamental, circunstancia dentro de la cual no puede cargarse en contra de quien es sindicado de la comisión de una conducta punible que no admita su responsabilidad. 

En estas condiciones, se infiere que si, como en el caso en estudio, el procesado estuvo presto en todo momento a atender los requerimientos de la justicia, esa circunstancia es suficiente para concluir en su contribución en los términos de la norma.” 

Como ya lo anunciamos, fue incluso el mismo Decreto 4760 -Diciembre 30 de 2005-, por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley, el que en su artículo 27 hizo referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada, y en cuanto al tema que ahora nos convoca, en su numeral 4º señaló la improcedencia de exigir que los condenados se despojaran previamente del derecho a que se les presumiera inocentes hasta que judicialmente se les demostrara lo contrario. El tenor literal del dispositivo aludido era:

“4. Por cooperación con la justicia, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, y cualquier otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.

En todo caso, la cooperación no implica que el beneficiario se haya acogido previamente a sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia.”

Como fácilmente se concluye, no es adecuado afirmar como se hizo por la primera instancia, que al analizarse lo atinente con la colaboración eficaz con la justicia, se exija que el sentenciado hubiera confesado o se acogiera a la terminación antelada del proceso.

En consecuencia, debe entrar el Tribunal a determinar si en los diferentes procesos que se adelantaron en contra del sentenciado, se presentó colaboración con las autoridades judiciales. En esta tarea se excluirá la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas en relación con la conducta punible de Porte ilegal de armas, porque como se estableció previamente, la misma fue expedida luego de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia y Paz que contenía la disposición que permitía la rebaja de pena.

Infortunadamente para los intereses del sentenciado, su comportamiento procesal se caracterizó por haber sido capturado en flagrancia en lo que hace con los delitos contra el patrimonio económico, mientras en aquellos en los cuales se atentó contra la vida de sus congéneres o contra la seguridad pública -concierto para delinquir- a pesar de no habérsele privado de la libertad en los mismos momentos de comisión de los hechos, por medio de labores investigativas pronto se evidenció su participación en los mismos y no se hicieron esperar las respectivas órdenes de captura efectivamente cumplidas por las autoridades encargadas de su aprehensión. En esas condiciones, no puede pensarse que el señor OCAMPO LÓPEZ hubiera colaborado con la justicia, en atención a que con los medios probatorios recopilados sin mayores esfuerzos se finiquitaron los procesos con las correspondientes sentencias condenatorias.

Tampoco se encuentra satisfecho el requisito atinente a la reparación de las víctimas, porque en los diferentes procesos adelantados no aparece información alguna que permita colegir que el sentenciado resarció a sus víctimas por medio de cualquiera de las múltiples posibilidades que se ofrecen para ello dentro de la misma Ley 975 de 2005 o incluso, en el numeral 5º del ya citado artículo 27 del Decreto 4760 de 2005. No puede olvidarse que en el ordenamiento jurídico universal de hoy, pero en especial en el de nuestro país que ha acogido las tesis militantes en el derecho internacional, la atención de las víctimas ha cobrado capital importancia, al punto que si en otras épocas apenas eran mencionadas en el proceso penal, en la actualidad se les ha asignado un papel preponderante, como actores principales que comparecen en busca de verdad, justicia y reparación. Precisamente, este último aspecto es el que se echa de menos y es imperativo concluir que este requisito tampoco se cumplió.

Tal como se puede apreciar, no es cierto como lo afirma el impugnante, que él sí cumple con los requisitos exigidos para que se le conceda la rebaja pedida, porque los mismos deben verificarse en su totalidad, lo que implica que con uno o varios que se encuentren ausentes, necesariamente debe rechazarse la petición. 

Así las cosas, se avalará la decisión adoptada en la instancia, con las aclaraciones indicadas.   

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por las razones aquí anotadas. 
Comuníquese y cúmplase 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO
      Magistrado


 


   Magistrado

 IVANOV ARTEAGA GUZMÁN



  WILSON FREDY LÓPEZ
      
      Magistrado 





    Secretario
� Cfr. Auto de segunda instancia del 10-08-2006, Radicado 25705, M.P. Dr. Alfredo Gómez Quintero.


� Cfr. Auto de Segunda Instancia del 18-10-2005, Radicado 24196, M.P. Dra. Marina Pulido de Barón.
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